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Como es sabido, la jurisprudencia viene considerando que existe lesión del derecho al 

correcto tratamiento de datos personales (honor) cuando la entidad acreedora incluye al 

deudor en un registro de moroso por una deuda inveraz o “disputada”. La STS 16 

febrero 2016 representa la última evolución en este asunto. El cliente se había dado de 

baja de la empresa suministradora, incurriendo en el supuesto de penalización por no 

respetar compromiso de permanencia. La compañía es condenada. 

 

Según la sentencia, la empresa demandada vulneró la normativa de protección de datos. 

Los datos que comunicó al registro de morosos no eran veraces ni exactos pues no 

existía previamente una deuda cierta, vencida, exigible, que hubiera resultado impagada, 

sino una reclamación derivada de la unilateral liquidación por la demandada de una 

cláusula penal redactada en términos que no permitían, por sí solos, fijar la cantidad en 

que se concretaba su aplicación. Que en la cláusula penal se previera que «en caso de 

que antes de concluido el plazo de permanencia [24 meses], el servicio contratado sea 

suspendido, dado de baja o cancelado por solicitud de baja por parte del cliente o por 

incumplimiento del contrato imputable al mismo, ADT ESPAÑA tendrá derecho a 

reclamar al CLIENTE el abono de las cantidades pendientes de amortización hasta la 

terminación efectiva del contrato» no supone, como pretende la recurrida, que de tal 

cláusula resulte una deuda cierta, vencida y exigible, y menos aún que la misma pueda 

fijarse en el importe de las cuotas correspondientes al periodo pendiente de transcurrir 

hasta la conclusión del periodo de permanencia. 

 

Pero, sobre todo, añade el TS, no se respetaron los principios de prudencia y 

proporcionalidad, puesto que los datos no eran determinantes para enjuiciar la solvencia 

                                                 
 Trabajo realizado en el marco de la Ayuda del Programa Estatal de Fomento de la Investigación 

Científica y Técnica de Excelencia (Subprograma Estatal de Generación de Conocimiento) del Ministerio 

de Economía y Competitividad, otorgada al Grupo de investigación y Centro de investigación CESCO, 

Mantenimiento y consolidación de una estructura de investigación dedicada al Derecho de consumo, 

dirigido por el Prof. Ángel Carrasco Perera, de la UCLM, ref. DER2014-56016-P. 
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económica. No es controvertido que los clientes demandados habían pagado las cuotas 

del servicio de vigilancia hasta que decidieron darse de baja. Si a continuación se 

negaron a pagar la cantidad que la empresa de seguridad demandada fijó 

unilateralmente en aplicación de la cláusula penal, podrá discutirse si la cláusula era o 

no abusiva, y, en caso de no considerarse abusiva, si la cantidad fijada correspondía 

efectivamente a lo previsto en la misma (las cantidades pendientes de amortización). 

Pero sin necesidad siquiera de valorar si la cláusula era o no abusiva, ha de afirmarse 

que la negativa de un cliente que ha pagado regularmente las cuotas mensuales 

correspondientes al servicio prestado, a abonar la penalización por desistimiento cuando 

la cláusula que la prevé no es precisa y deja un amplio margen al predisponente para 

fijar el importe de la sanción, no es, en estas circunstancias, determinante para enjuiciar 

la solvencia del cliente, porque es evidente que no viene determinada por su 

imposibilidad de hacer frente a sus obligaciones, que es en lo que consiste la 

insolvencia, ni por su negativa maliciosa a hacerlo, sino por su discrepancia razonable 

con la conducta contractual de la demandante. 

 

Es importante igualmente considerar si el cliente ha de haber realizado previamente a la 

demanda de resarcimiento alguna conducta procesal tendente a discutir la veracidad o 

cuantía de la deuda liquidada por la compañía. La respuesta es negativa. Como ya 

declaró la sentencia 312/2014, de 5 de junio, el enjuiciamiento de la existencia, 

veracidad y pertinencia del dato relativo a la deuda incluido en el registro de morosos ha 

de hacerse en el proceso de protección del derecho al honor promovido por los 

afectados, pues es necesario para decidir si el menoscabo del derecho al honor de los 

demandantes por su inclusión como morosos en un fichero automatizado estaba o no 

justificado y, por tanto, si había existido o no una intromisión ilegítima en su derecho al 

honor. No puede exigirse a los demandantes que, con carácter previo, hubieran 

interpuesto una demanda para que se declarara la falta de veracidad o exactitud de tales 

datos, por ser abusiva la cláusula penal prevista en el contrato, o por haber sido aplicada 

incorrectamente para calcular la indemnización por el desistimiento unilateral del 

contrato, para, posteriormente, obtenida la sentencia firme en que se hiciera tal 

declaración, interponer una demanda de protección del derecho al honor. Y ello no solo 

porque en tal caso lo más probable es que la acción de protección del derecho al honor 

habría caducado, sino porque se trata de un enjuiciamiento a realizar en este proceso 

puesto que es necesario para determinar unos de los elementos constitutivos de la 

pretensión de los demandantes. Además, en el caso del carácter abusivo de una cláusula 

no negociada en un contrato celebrado con consumidores, la exigencia de que tales 

cláusulas no vinculen a los consumidores (art. 6 de la Directiva 1993/13/CEE, de 5 de 

abril), que ha llevado a esta Sala a declarar que el carácter abusivo de estas cláusulas ha 

de ser apreciada incluso de oficio por los tribunales, invalida un razonamiento de este 

tipo. 
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